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PROYECTO DE LEY
EL SENADO Y CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE
L E Y
ARTÍCULO 1°.- DEBERES DEL ESTADO. El Estado garantizará las condiciones para el ejercicio pleno de los derechos sexuales y reproductivos de toda la población

ARTÍCULO 2°.-CREACIÓN. Créase en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, el Programa Provincial de Salud Sexual Integral y Reproductiva, con la finalidad de garantizar las políticas públicas orientadas a la promoción, y desarrollo de la Salud y los Derechos Sexuales y Reproductivos.

La presente Ley encuentra su sustento jurídico en el art. 16 inciso e) de la Ley Nacional 23179; Ley Nacional de Anticoncepción Quirúrgica 26.130; Ley de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres 26.485; Ley de Derechos del Paciente en su Relación con los Profesionales e Instituciones de la Salud 26.529; Ley de Identidad de Género 26.743, Art 86 del Código Penal;  Ley de Derechos de Padres e Hijos durante el Proceso de Nacimiento  25.929; Ley Nacional de SIDA 23.789;  Ley Protección Integral de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes 26.061; Ley de Salud Mental 26.657; y en el Derecho Humano Básico de toda persona a mantener y restituir su salud reconocido en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención de Derechos del Niño, la CEDAW, la Convención Belem Do Pará y la Convención de Personas con Discapacidad.
ARTÍCULO 3°.- DEFINICIONES. A los fines de la presente ley:

Se entiende por Salud Sexual y Reproductiva el estado general de bienestar físico, mental y social de las personas y no la ausencia de enfermedades o dolencias, en la esfera sexual y reproductiva, así como sus funciones y procesos. Para lo que es indispensable el libre ejercicio de la sexualidad por parte de todas las personas en cada etapa de la vida, de forma placentera, sin coacción, sin interferencias  por discriminación o violencia y sin temor ni riesgo de contraer infecciones y/o enfermedades; así como la posibilidad de regular la fecundidad, decidir libre y responsablemente el número de sus hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener acceso a la información, la educación y los medios que les permitan esto, garantizando el acceso y la elección de métodos anticonceptivos, así como el acceso a un parto seguro, sin riesgo y libre de violencia, así como a la interrupción legal del embarazo en las mismas condiciones. 
Se entiende por Asesorías integrales en salud sexual y reproductiva, como una estrategia fundamental de promoción y prevención de la salud sexual y reproductiva, con perspectiva de género y derechos. 

Constituye un dispositivo que se sostiene en los principios de:

· Autonomía
· Igualdad

· Diversidad

· Decisión sobre el propio cuerpo

· Confidencialidad

Las asesorías integrales se proponen como un dispositivo donde el eje esta puesto en la totalidad de la personas sin restringirse a la cuestión reproductiva y desplegándose en un espacio de entrevista abierta donde se abordan todas la cuestiones que involucran a la sexualidad. Comprenden el asesoramiento y la entrega de métodos anticonceptivos, la atención a la diversidad sexual, la identificación de situaciones de abuso o violencia, la prevención de Infecciones de Transmisión Sexual y VIH, el acceso a controles médicos, la decisión de continuar o no con un embarazo, la asesoría en pre y post aborto.

Su objetivo se centra en la información basada en los derechos sexuales y reproductivos: acceso gratuito oportuno y adecuado, a elecciones autónomas e informadas.

Por tratarse de un dispositivo, puede aplicarse en espacios diversos: dentro del sistema de salud con una perspectiva interdisciplinaria, en el territorio, en ámbitos escolares, siempre que se esté debidamente capacitado y organizado para tal fin. 
Su implementación adquiere dinámica propia que van desde la entrevista individual hasta la realización de talleres, campañas comunitarias, charlas, etc.

ARTÍCULO 4°.- ALCANCE. Este Programa está destinado a toda la población, sin discriminación alguna por razones de edad, sexo, orientación sexual, género, discapacidad, posición social, etnia, estado civil, cantidad de hijos o hijas o cualquier otra razón.
ARTÍCULO 5°.- OBJETIVOS Y FUNCIONES. Los objetivos y funciones del Programa serán los siguientes:

a. Reconocer el derecho a gozar de una vida sexual plena y saludable con centralidad en el respeto de los derechos a la libertad, intimidad y autonomía personal. Con un trato digno enfocado en el respeto de los derechos humanos y la equidad de género.
b. Universalizar en el primer nivel de atención la cobertura de salud sexual y reproductiva, fortaleciendo la integralidad, calidad y oportunidad de las prestaciones con suficiente infraestructura, capacidad y compromiso de los recursos humanos y sistemas de información adecuados.

c. Crear y fomentar la creación de Asesorías Integrales en Salud Sexual y Reproductiva, en todos los Centros de Atención Primaria y Hospitales de la Provincia de Buenos Aires, y en todo ámbito donde la realidad sanitaria lo requiera.  

d. Fomentar el debido respeto por el secreto profesional y la privacidad de la atención.

e. Respetar las decisiones autónomas de las personas con especial foco en el respeto por las identidades autopercibidas.

f. Disminuir la morbimortalidad de mujeres por gestación.

g. Contribuir en la educación sexual de la población y en especial de niños, niñas y adolescentes.
h. Prevenir y detectar enfermedades de transmisión sexual, patologías genitales y mamarias.
i. Prevenir, mediante información y acceso a anticoncepción, los embarazos no planificados y las enfermedades e infecciones de transmisión sexual en el marco de las Asesorías Integrales en Salud Sexual y Reproductiva, donde se garantice el acceso a métodos seguros y eficaces que permitan regular la fecundidad, según los deseos de las personas. 
j. Promover la entrega de información oportuna, completa, fidedigna, accesible y basada en la evidencia científica en materia de salud sexual y reproductiva.
k. Promover el deber de transparencia activa, es decir el deber de suministrar información en los términos que señala el inciso h del artículo 4, sin que sea necesario que las personas la soliciten.
l. Prevenir mediante información basada en la evidencia científica los abortos inseguros. 

m. Fomentar campañas de salud sexual y reproductiva, con enfoque de derechos. 

n. Valorar las diferentes formas de maternidad y lactancia libremente elegidas. Acompañar a las mujeres para el logro exitoso de las mismas, respetando sus condiciones personales y deseos.
o. Promover el parto humanizado garantizando la intimidad y privacidad; respetando el tiempo biológico y psicológico y las pautas culturales de la protagonista y evitando prácticas invasivas o suministro de medicación que no estén justificados. 
p. Garantizar a las personas la atención de calidad durante todas las etapas de su vida.

q. Garantizar el acceso a las interrupciones legales del embarazo en los casos en que las mismas sean autorizadas de conformidad con las normas vigentes.
r. Promover el acceso de todas las personas a la salud sexual.

s. Ampliar y garantizar el acceso de los y las adolescentes a la salud sexual y reproductiva, con un especial énfasis en la obtención de métodos anticonceptivos y en la realización de campañas de prevención de embarazo adolescente. Teniendo en cuenta el respeto por la confidencialidad en concordancia con la autonomía progresiva de los adolescentes.
t. Capacitar a docentes, profesionales y personal específico en educación sexual.

u. Capacitar a miembros de equipos de salud.

v. Garantizar la provisión de anticonceptivos en todos los niveles de salud.
w. Trabajar en articulación con las organizaciones de la comunidad universidades, y otras instituciones y organismos del estado
x. Fomentar el acceso y la atención a las personas con discapacidad los apoyos necesarios para que tengan acceso a la información y puedan tomar decisiones en forma autónoma según mandan los artículos 9 y 12 de la Convención  sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
y. Incorporar los tratamientos de hormonización con las especificidades que refiere la identidad de género.

z. Crear el CONSEJO ASESOR DEL PROGRAMA Provincial de Salud Sexual Integral y Reproductiva el que estará integrado por la Unidad de Coordinación del Programa provincial de Salud Sexual Integral y Reproductiva, que ejercerá la Coordinación del mismo, e invitará a  las personas, instituciones y organizaciones sociales con reconocida trayectoria e incidencia en la temática a ser integrantes del mismo.
ARTÍCULO 6°.- INCLUSIÓN EN EL NOMENCLADOR DEL SAMO. Las prácticas que  esta ley hace referencia deberán ser incluidas en el nomenclador de prácticas médicas y nomenclador farmacológico de la Provincia de Buenos Aires.

ARTÍCULO 7°.-AUTORIDAD DE APLICACIÓN. El Ministerio de Salud Provincial es la Autoridad de Aplicación  de la presente Ley. 
ARTÍCULO 8°.-FUNCIONES DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN. La autoridad de aplicación define los programas y dependencias que  llevarán a cabo las prestaciones y demás obligaciones que se establecen en garantía de la salud sexual y reproductiva, en su órbita de competencia, debiendo garantizar la existencia de las partidas presupuestarias necesarias para llevar adelante sus objetivos y funciones. Implementa, realiza el seguimiento y la evaluación de los programas y suscribe convenios con los Municipios, las sociedades científicas y profesionales y las organizaciones sociales. Lleva adelante las articulaciones necesarias con la Dirección de Cultura y Educación, Ministerio de Trabajo y Ministerio de Desarrollo Social, así como cualquier otro organismo competente para el cumplimiento de los programas específicos.

ARTÍCULO 9°.- DEBERES DE LA AUTORIDAD DE APLICACIÓN. La Autoridad de Aplicación deberá como mínimo:

a. Garantizar el cumplimiento de los objetivos del Programa creado por la presente Ley.
b. Conformar los Equipos Coordinadores de Referencia en el ámbito de las Regiones Sanitarias de la provincia de Buenos Aires. Cuya función es llevar adelante la implementación territorial del Programa Provincial de Salud Sexual Integral  y Reproductiva. Estos equipos deberán ser interdisciplinarios y tendrán representación de los referentes Regionales, Municipales, de los hospitales y Centros de Salud del programa Provincial de Salud Sexual y Reproductiva, de las organizaciones sociales con referencia territorial y comprobada experiencia de trabajo en la temática.
c. Ejercer su rol de rector provincial de las políticas de salud, monitoreando y fiscalizando la implementación de los servicios. Esto incluye: Establecer número e integración del o de los equipos coordinadores de referencia, en función del número de usuarios/as, distribución y área geográfica de cobertura de cada institución; implementar servicios que permitan el desarrollo de sus objetivos y funciones; revisar evaluar y solicitar cambios a las instituciones en el modo de implementación de los servicios y prestaciones, con el objetivo de optimizar la ejecución de la política pública y garantizar la universalidad, oportunidad, integralidad y calidad de los servicios y prestaciones.
d. Asesorar y capacitar al personal profesional y no profesional para el cumplimiento de este Programa.
e. Acompañar, respaldar y orientar a cada institución en la implementación, gestión y atención de los servicios de salud sexual y reproductiva.
f. Coordinar con las autoridades educativas de la Provincia de Buenos Aires acciones para el cumplimiento de la Ley de Educación Sexual Integral.

g. Supervisar, monitorear e informar acerca de la evolución del Programa y proponer los mecanismos de ajustes que a su juicio considere necesarios.

h. Universalizar la información de manera tal que la misma llegue a toda la población de esta Provincia.

i. Elaborar estadísticas, herramientas de medición y estándares de evaluación de las políticas públicas que se pongan en marcha.

j. Asegurar la provisión y abastecimiento de personal, insumos, bienes y servicios, que resulten necesarios para el cumplimiento del presente Programa y en el mismo sentido a los Centros de Salud o dependencias en las cuales se desarrollen acciones previstas en la presente Ley.

k. Promover acuerdos y convenios con Municipios.

l. Coordinar acciones y proyectos comunitarios para la implementación de consejerías en salud sexual integral en todos los niveles de la salud. 
ARTÍCULO 10°.- ACERCA DEL MONITOREO SOCIAL. El Programa promoverá el monitoreo social que será realizado por las organizaciones sociales y universidades, lo cual implica la construcción y aplicación colectiva de herramientas y mecanismos para garantizar la atención de la salud sexual con enfoque integral y preventivo, con perspectiva de derechos así como la correcta ejecución presupuestaria del programa. 

Su finalidad es realizar un seguimiento y acompañamiento del desarrollo de los objetivos del programa. Debe ser ejercido en todo momento, se relaciona directamente con la gestión y la implementación del programa, consiste en un examen continuo o periódico que se efectúa para garantizar el correcto cumplimiento del mismo.

Para tal fin, se crearan instrumentos específicos comunes que permitan  medir el impacto e incidencia, observar, registrar e intervenir en aquellos lugares donde se detecte la dificultad en el acceso de los y las ciudadanas a cualquiera de los componentes del programa.

ARTÍCULO 11°.- IMPEDIMENTOS. No podrán formar parte del programa Provincial de Salud Sexual Integral y Reproductivos, ni de sus dependencias descentralizadas, ni de los Equipos Coordinadores de Referencia ni del Consejo Asesor aquellas personas que sean objetoras de conciencia.

ARTÍCULO 12°.-INCORPORACIÓN EN LA COBERTURA DE IOMA.  El Instituto de Obra Médico Asistencial (IOMA) incorporará dentro de su cobertura médico asistencial las prestaciones médicas y farmacológicas referidas en esta Ley.

ARTÍCULO 13°.- SANCIONES. El incumplimiento de lo establecido en la presente Ley genera responsabilidad Administrativa, Civil y/o Penal. 
ARTÍCULO 14°.- FUENTES DE FINANCIAMIENTO. Son fuentes de financiamiento del Programa Provincial de Salud Sexual y Reproductiva las partidas presupuestarias que destine el Poder Ejecutivo provincial según el artículo 11; lo destinado por parte de Programas Nacionales que involucren prácticas, insumos o personal referido a la Salud Sexual y Reproductiva en los términos que explicita esta ley en el artículo 3 y lo recaudado por el nomenclador SAMO, según lo dispuesto en el artículo 6.
ARTÍCULO 15°.- DEROGACIÓN. Derógase la Ley 13.066.

ARTÍCULO 16°.- Autorízase al Poder Ejecutivo a realizar las adecuaciones necesarias en el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos del Ejercicio correspondiente con la finalidad de dar cumplimiento al presente Programa.

ARTÍCULO 17°.-Comuníquese al Poder Ejecutivo.

 
FUNDAMENTOS

La ley provincial 13.066 que crea el Programa Provincial que garantiza las políticas orientadas a la promoción, y desarrollo de la Salud Reproductiva y la Procreación Responsable, data del año 2003. Desde ese momento hasta la actualidad en la Argentina y en la Provincia se ha vivido un proceso de ampliación de derechos que se ha desplazado tanto a nivel nacional como provincial mucho más allá de los objetivos y funciones que indicaba la ley en sus orígenes.
La reforma propuesta encuentra su sustento jurídico en el art. 16 inciso e) de la Ley Nacional 23.179; Ley Nacional de Anticoncepción Quirúrgica 26.130; Ley de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres 26.485; Ley de Derechos del Paciente en su Relación con los Profesionales e Instituciones de la Salud 26.529; Ley de Identidad de Género 26.743, Art 86 del Código Penal;  Ley de Derechos de Padres e Hijos durante el Proceso de Nacimiento  25.929; Ley Nacional de SIDA 23.789;  Ley Protección Integral de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes 26.061; Ley de Salud Mental 26.657; y en el Derecho Humano Básico de toda persona a mantener y restituir su salud reconocido en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Convención de Derechos del Niño, la CEDAW, la Convención Belem Do Pará y la Convención de Personas con Discapacidad.
En este sentido corresponde en vista de la vasta normativa que protege y consagra a los derechos sexuales y reproductivos como derechos humanos reformular y ampliar las funciones del Programa, así como modificar su nombre. Pues es conocido por la población como “Programa de salud sexual y procreación responsable”

Se vuelve indispensable integrar el plano de sexualidades a la ley actual, teniendo en cuenta los cambios producidos en los últimos años vinculados al desarrollo de los derechos que han logrado a nivel nacional e internacional las personas con sexualidades diversas. Pues la ley actual se ciñe al aspecto meramente reproductivo y de la procreación.

Entre las funciones nuevas se puede incluir el acceso a los Abortos no punibles consolidado por el fallo “F.A.L. s/ Medida autosatisfactiva” de la Corte Suprema de Justicia de La Nación, así como el dictamen condenatorio del Comité de Derechos Humanos de la ONU en contra del estado Argentino en el caso LRM. Promover las conserjerías en Reducción de Riesgos y Daños; la educación sexual; la prevención de abortos inseguros; la lucha contra la Violencia obstétrica; la promoción del parto respetado; la valoración de la maternidad y lactancia libremente elegidas; la prevención y tratamiento de enfermedades de transmisión sexual; los tratamientos para hombres y mujeres travestis, transgenero y transexuales como se encuentra dispuesta en la ley 26.529 de identidad de género; el trato digno, la confidencialidad y privacidad en la atención, etc.
Por otra parte es obligación de la Provincia en sus tres poderes incluir la perspectiva de discapacidad, adolescencia y adultos mayores. Garantizando que estas poblaciones en situación de vulnerabilidad accedan a las prestaciones de salud sin barreras discriminatorias, tal como lo establecen la Convención de Derechos del Niño y de Personas con Discapacidad.
En otro orden de ideas algunos artículos de la Ley provincial han devenido en inconstitucionales, pues son contrarios a las leyes de la Nación. Tal es el caso que se da en referencia a la prohibición de métodos anticonceptivos quirúrgicos y de carácter irreversible. Desde el año 2005 la Ley Nacional de Anticoncepción Quirúrgica 26.130, ha establecido el derecho de todo persona mayor de edad a solicitar estos métodos en todos los subsistemas de salud de nuestro país
Es necesario que las leyes acompañen los avances sociales. La vieja ley no refleja el estado de situación actual de acceso y protección que efectivamente en la Provincia de Buenos Aires se da, es el deber de los legisladores adecuar las normativas provinciales a las leyes nacionales así como al marco internacional y regional de los Derechos Humanos.
Consideramos que las políticas públicas deben involucrar a la sociedad en su conjunto de manera activa y protagónica, por ello se propone un monitoreo social que se efectuará desde las organizaciones sociales y de las Universidades Nacionales en provincia de Buenos Aires, con el fin de detectar señales de alarma, poner de manifiesto problemáticas específicas y aportar pistas para identificar causas y posibles soluciones, entendiendo al monitoreo social como “un examen continuo o periódico que se efectúa durante la implementación de un proyecto. Su objetivo es indagar y analizar permanentemente el grado en que las actividades realizadas y los resultados obtenidos cumplen con lo planificado, con el fin de detectar a tiempo eventuales diferencias, obstáculos o necesidades de ajuste en la planificación y ejecución” (SIEMPRO y UNESCO, 1999)
Por último es preciso señalar el reconocimiento de los avances políticos de las mujeres, que en la actualidad luchan por ocupar otro rol en la sociedad donde la maternidad pueda ser una opción escogida con información y acompañamiento del sistema de salud, con perspectiva de género y de derechos. Por otro lado que la Provincia de Buenos Aires invierta recursos en estos programas es una definición política sumamente satisfactoria y consecuente al proceso político que está viviendo la Argentina.
Por las razones expuestas, solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto.
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